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Resumimos a continuación el libro del
mismo título del que es autor JUAN LUIS
DE LA VALLINA Y VELARDE, y que ha sido pu-
blicado por el Instituto de Estudios de Ad-
ministración Local, Madrid, 1964, 190 pá-
ginas. La obra va precedida de un prólogo
de FERNANDO GARRIDO PALLA.

1. Introducción

La importancia de la organización
administrativa se ha puesto de ma-
nifiesto al plantearse en la hora ac-
tual la necesidad de proceder a una
adecuada reforma de la Administra-
ción, por haber quedado anticuada e
inservible para la compleja tarea
que hoy se le encomienda. En todos
los países que persiguen una refor-
ma administrativa, el primer aspec-
to hacia el cual se dirige dicha re-
forma es el de la organización, e in-
discutiblerrrente una de las cuestio-

nes de mayor actualidad en este
campo es la referente a la fijación
de unos justos criterios de distribu-
ción de las competencias que le son
propias, entre los distintos entes y
órganos que la constituyen.

En la presente obra se estudian
las diversas modalidades de trans-
ferencia de funciones administrati-
vas, las cuales en una primera consi-
deración general pueden ser agrupa-
das así:

1.° Transferencia en vía principal,
es decir, realizada por la norma ju-
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rídica directamente y suponiendo un
cambio en el ordenamiento jurídico
de las competencias. En este grupo
se comprenden la descentralización,
la desconcentración y la transferen-
cia simple o articulación.

2.° Transferencia por vía de sus-
titución, establecida con carácter
preventivo por la norma jurídica,
pero actualizadas por acto adminis-
trativo no normativo, por lo que no
suponen una modificación en el or-
denamiento jurídico de las compe-
tencias. Se agrupan aquí la delega-
ción (interorgánica e intersubjetiva),
la avocación y la sustitución propia-
mente dicha o control sustitutivo
(también con dos formas, interorgá-
nica e intersubjetiva).

Conviene advertir que se prescin-
de del estudio de la descentraliza-
ción, modalidad que se encuentra
adecuadamente estudiada en nues-
tra doctrina, y de la llamada trans-
ferencia simple o articulación, cuya
problemática no ofrece interés. En
cambio se recoge el estudio de la
suplencia, que si bien no supone una
auténtica transferencia de competen-
cias, es problema íntimamente rela-
cionado con toda la temática a con-
siderar.

Finalmente, y para delimitar ade-
cuadamente el contenido de la pre-
sente obra, hemos de indicar que las
diversas modalidades de transferen-
cia son examinadas únicamente en
su aspecto jurídico administrativo.

2. La desconcentración
administrativa

2,1. CONSIDERACIONES GENERALES

El Estado no puede realizar todas
las funciones administrativas a tra-
vés de órganos superiores centrales
exclusivamente, sino que se hace ne-

cesario un reparto de competencias
públicas entre los órganos centrales
y otros entes y órganos que desarro-
llan su actividad en zonas concretas
del territorio nacional.

Pueden distinguirse dos formas de
distribución de las funciones admi-
nistrativas :

a) En favor de otras Administra-
ciones públicas jurídicamente distin-
tas del Estado. Este supuesto motiva
la descentralización.

b) Dentro de una misma persona
jurídica. Este supuesto origina la des-
concentración.

La descentralización hace referen-
cia a la Administración autárquica,
esto es, a la Administración dotada
de personalidad jurídica distinta de
la del Estado. La desconcentración
hace referencia a una modalidad de
distribución de funciones en favor de
verdaderos órganos de la. Adminis-
tración del Estado. «Un aumento de
la competencia de los órganos ad-
ministrativos medios o inferiores a
costa de la competencia jerárquica
de los superiores.»

La descentralización supone siem-
pre la existencia de dos personas,
mientras que, por el contrario, la des-
concentración simplemente supone
una relación entre órganos de la
misma persona jurídica.

2,2. CONCEPTO, CLASES Y EFECTOS

2,21. Concepto

El estudio teórico de la desconcen-
tración se encuentra poco tratado, a
diferencia de lo que sucede con la
descentralización.

Para dar el concepto de descon-
centración parece oportuno partir
del concepto opuesto, es decir, del de
concentración. En este sentido, el
Estado concentrado supene que el
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poder de decisión y la competencia
para realizar, actos jurídicos propios
de la persona pública es reservada a
la autoridad suprema del Estado.

El fundamento de la desconcentra-
ción radica en qué la Administración
central debe recurrir a subcentros
administrativos, a los cuales deman-
da el logro de determinados fines y
con ello el ejercicio de determinada
actividad.

Desconcentración es el principio
jurídico de organización administra-
tiva, en virtud del cual se confiere
con carácter exclusivo una determi-
nada competencia a uno de los ór-
ganos encuadrados dentro de la je-
rarquía administrativa, pero sin ocu-
par la cúspide de la misma.

2,22. Clases

La desconcentración puede darse
dentro de toda persona jurídico-pú-
blica. El presente estudio, sin embar-
go, lo enfoca fundamentalmente fi-
jándose en la desconcentración den-
tro del Estado. En este sentido cabe
hablar de dos formas o clases de
desconcentración:

a) Desconcentración central o in-
terna. Se realiza en favor de un ór-
gano que extiende su competencia a
todo el territorio nacional. Un ejem-
plo de desconcentración en favor de
órganos centrales lo supone la crea-
ción de las Comisiones Delegadas del
Gobierno.

b) Desconcentración periférica o
externa. Las competencias descon-
centradas lo son en favor de un ór-
gano periférico de la Administración,
que; en cuanto tal, su potestad viene
determinada por un criterio terri-
torial. Es la forma de desconcentra-
ción que con más frecuencia resulta
aconsejable implantar.

2,23. Efectos o consecuencias

La desconcentración produce una
serie de efectos o consecuencias es- .
timables, como son el acercamiento
de la Administración a los adminis-
trados, el hacer posible que resuelva
el órgano que ha estudiado el asun-
to, el que la acción administrativa
se hace más rápida y flexible, se
acrecienta el espíritu de responsabi-
lidad e iniciativa de los cuadros bu-
rocráticos, etc.

Frente a estas ventajas cabe seña-
lar también algunos inconvenientes,
tales como el peligro de favoritismo
en las autoridades locales, el impe-
dir la resolución conjunta de muchos
asuntos, imponiendo así un necesa-
rio aumento de personal, etc.

De todas formas, parece que en un
balance de ventajas e inconvenientes
son más aquéllas que éstos.

2,3. PRESUPUESTOS

DE LA DESCONCENTRACIÓN

2,31. Competencia exclusiva

Podemos decir que la competencia
atribuida a un órgano puede revestir
las tres modalidades siguientes:

a) Competencia alternativa o con-
currente, cuando la competencia en
una determinada materia se encuen-
tra atribuida a Una serie de órga-
nos, sin otra especificación.

b) Competencia relativamente ex-
clusiva, en cuyo supuesto cabrá una
fiscalización por parte del superior
jerárquico a través del correspon-
diente recurso administrativo, y

c) Competencia exclusiva de ma-
nera absoluta, en cuyo caso la atri-
bución de competencia se hace úni-
camente en favor de un determinado
órgano, sin que el superior jerárqui-
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co pueda fiscalizar su actuación ni
siquiera a través del recurso jerár-
quico.

De estas tres modalidades de atri-
bución de la competencia, en el caso
de la desconcentración, tiene lugar
una atribución de competencia ex-
clusiva. En consecuencia, no cabe la
interposición del recurso jerárquico.

O sea, que para que la desconcen-
tración, en cuanto principio jurídico
de la organización, tenga unas carac-
terísticas propias es necesario que
se hayan conferido poderes de reso-
lución, con plena responsabilidad y
poniendo fin a la vía administrativa,
a un órgano medio o inferior.

Conferir ciertas facultades a ór-
ganos medios o inferiores, pero sin
que la competencia transferida lo
sea en forma exclusiva, no puede
considerarse en puridad científica co-
mo desconcentración, sino simple-
mente como una mayor articulación
de la Administración pública.

2,32. En favor de un órgano que
no ocupe la cúspide
de la jerarquía

La atribución de competencia ex-
clusiva ha de realizarse en favor de
un órgano que no ocupe la cúspide
de la jerarquía. El vínculo jerárquico
continúa existiendo, pero sólo se dan
necesariamente 1 a s consecuencias
esenciales del principio de jerarquía,
faltando, por el contrario, aquellas
consecuencias no esenciales en la
medida en que sean incompatibles
con la competencia exclusiva.

El control jerárquico, en el caso
de desconcentración, será simplemen-
te un control preventivo, es decir, el
superior jerárquico tan sólo podrá
controlar la actuación del inferior
mediante las oportunas instrucciones
y circulares, pero sin que en ningún

caso pueda modificar la competencia
y discrecionalidad del órgano conce-
dida por derecho objetivo. Por ello es
preciso indicar que en relación a los
actos emanados por el órgano des-
concentrado no se podrá interponer
recurso de alzada o jerárquico, pues-
to que, en virtud de la competencia
exclusiva emanará sus actos como si
ocupara la cúspide de la jerarquía.

2,33. Circunscripción administrativa

Este tercer presupuesto es sola-
mente consustancial de la llamada
desconcentración periférica o exter-
na. Por circunscripción administrati-
va debe entenderse un territorio de-
terminado dentro del cual ejerce su
competencia el órgano desconcentra-
do. La circunscripción administrati-
va debe ser determinada por la nece-
sidad misma de los oficios u órganos
administrativos y el fin perseguido
por ellos.

2 ,4 . TÉCNICA NORMATIVA PARA

EFECTUAR LA DESCONCENTRACIÓN

Al suponer la desconcentración una
nueva distribución permanente de
funciones administrativas, ha de ve-
nir establecida por norma jurídica.
En principio bastará con que dicha
norma tenga el mismo rango jurídi-
co que aquellas qué habían atribuido
la competencia que se trata de des-
concentrar. Por ello, cuando dichas
competencias vengan atribuidas por
disposiciones administrativas basta-
rán normas de este rango para efec-
tuar la desconcentración. Sin embar-
go, en numerosos casos serán dispo-
siciones con fuerza de ley las que
establezcan las competencias en fa-
vor de un determinado órgano, por
lo cual tan sólo leyes formales, en
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tal supuesto, podrán llevar a efecto
la desconcentración. Ahora bien,
aun en estos casos resulta más con-
veniente, desde luego respetando la
jerarquía de las normas, recurrir a
otras técnicas como la legislación
delegada y los Reglamentos dele-
gados.

En resumen, pueden señalarse los
siguientes procedimientos técnico-
normativos para efectuar la descon-
centración :

a) Por medio de leyes formales
ordinarias,' procedimiento cuyos in-
convenientes son patentes, dada la
falta de competencia técnica de las
Cámaras legislativas y la rigidez que
ello supondría para la Administra-
ción, en cuanto que ésta, para recti-
ficar la desconcentración o dictar
nuevas medidas desconcentradoras,
tendría que esperar la actuación de
esas asambleas legislativas.

b) Por leyes formales, pero dic-
tadas por el Poder ejecutivo en virtud
de una expresa delegación del Poder
legislativo. Es el sistema seguido en
Italia.

c) Por medio de los llamados Re-
glamentos delegados, es decir, por
medio de normas administrativas sin
fuerza de ley, pero que en virtud de
una expresa autorización del Parla-
mento pueden regular cuestiones que
con anterioridad lo habían sido por
leyes formales.

2,5. LA DESCONCENTRACIÓN

EN LA REFORMA ADMINISTRATIVA

ESPAÑOLA

2,51. Sentido y alcance
de la autorización conferida
al Gobierno en la Ley
de Régimen Jurídico

Las disposiciones adicionales 1 y 4
de la Ley de Régimen Jurídico esta-

blecen los principios y criterios para
proceder a la desconcentración y con-
fieren al respecto autorización al Go-
bierno para dictar las medidas pre-
cisas.

Dicha autorización puede ser con-
siderada :

a) Como una auténtica delegación
legislativa, lo que no parece proba-
ble, pues ni los términos de la mis-
ma son los de una delegación, ni el
Gobierno al hacer uso de ella cum-
plió las formalidades propias de los
Decretos legislativos, tal como el dic-
tamen del Consejo de Estado en
pleno.

b) Es una mera cláusula de esti-
lo sin sentido ni significado alguno,
ya que es claro que la Administra-
ción para efectuar la desconcentra-
ción, respetando los límites de la
ley formal, no necesita habilitación
alguna. Pero en tal caso la descon-
centración tendría que hacerse con
un alcance muy limitado, ya que no
se podrían desconcentrar competen-
cias establecidas por ley.

c) Se trata de una ampliación de
la competencia normal del Poder eje-
cutivo ; es decir, nos encontramos
con los Reglamentos delegados, que
si bien tendrán la fuerza jurídica y
los caracteres de las disposiciones
administrativas, podrán regular ma-
terias sometidas a la autorreserva
legal.

2,52. Decretos desconcentradores

Los dictados hasta la fecha son:
cuatro Decretos con fecha 12 de di-
ciembre de 1958, referentes a los Mi-
nisterios de Justicia, Trabajo, Indus-
tria y Vivienda; el Decreto de 10 de
septiembre de 1959, relativo al Minis-
terio de Obras Públicas; el de 7 de
septiembre de 1960, del Ministerio de
la Gobernación; el de 28 de diciem-
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bre de 1961, del Ministerio de Obras
Públicas de nuevo; el de 18 de enero
de 1962, del Ministerio de Informa-
ción y Turismo, y el de 7 de febrero
de 1963, del Ministerio dé Obras Pú-
blicas, que derogó el de 28 de di-
ciembre de 1961.

En general, los Decretos descon-
centradores carecen de la debida pre-
cisión técnica, como se demuestra.

a) Porque en ocasiones se con-
funde, o parece confundirse, descon-
centración con delegación de fun-
ciones.

b) Porque en ocasiones, y ello es
aún más grave, se desconcentran
funciones sin motivo para ello, pues
eran ya de la competencia exclusiva
del órgano inferior, en el cual se «in-
tentan» desconcentrar.

c) Porque por regla general nada
se dice en dichos Decretos respecto
a la posibilidad de interponer recur-
so de alzada contra las resoluciones
en materias desconcentradas.

3. La delegación administrativa

3,1. CONSIDERACIONES GENERALES

En principio se puede afirmar que
la delegación se produce entre ór-
ganos de una misma persona jurídi-
ca relacionados jerárquicamente o,
al menos, con una cierta supremacía
del delegante sobre el delegado y for-
mando parte ambos de un órgano
complejo ; así parece desprenderse de
la regulación que hace la Ley de Ré-
gimen Jurídico de la Administración
del Estado. Al lado de esta delega-
ción, entre órganos jerárquicamente
relacionados o que forman parte am-
bos de un mismo órgano complejo,
cabe hablar de una delegación de
competencias entre personas jurídi-
cas, así como de una delegación de

un órgano de una persona jurídica
a otro órgano de otra persona jurí-
dica distinta, pero que en virtud de
tal delegación pasa a actuar como
órgano de la persona a la cual per-
tenece el delegante y entre ambos
surge una relación inmediata y di-
recta dé jerarquía.

3,2. DELEGACIÓN INTERORGÁNICA

3.21. Concepto y regulación

Podemos definir la delegación co-
mo aquella modalidad de transferen-
cia de competencias en virtud de la
cual, en los casos previstos por la
norma jurídica, se faculta a un su-
jeto u órgano (delegante) para que,
por un acto administrativo no nor-
mativo, dictado exclusivamente por
razones de oportunidad, confiera a
otro sujeto u órgano inferior (dele-
gado) una nueva competencia que
materialmente es idéntica a la del
delegante.

Hasta fecha reciente no encontra-
mos en nuestro ordenamiento jurí-
dico una regulación de conjunto de
la delegación administrativa. Tal re-
gulación se halla contenida en la
Ley de Régimen Jurídico de la Ad-
ministración del Estado de 26 de ju-
lio de 1957 (artículos 22, 32 y 36,3) y
en la Ley de Procedimiento adminis-
trativo (artículos 4, 41, 93 y 118).

3.22. Fundamento •

Consecuencia de la irrenunciabili-
dad de la competencia es que en

. aquellos casos en que el órgano no
puede ejercerla, el actuar de la Ad-
ministración sería imposible. Para,
evitar esto, el ordenamiento jurídico
consagra y permite diversas figuras
o instituciones como son la delega-
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ción, la avocación y la sustitución en
sentido estricto, reconocidas en el ar-
tículo 4.° de la Ley de Procedimiento
administrativo. Obsérvese, sin embar-
go, que es característico de la dele-
gación el efectuarse exclusivamente
por razones de oportunidad libre-
mente apreciadas por el delegante.

3.23. Objeto

Objeto de la delegación adminis-
trativa son las verdaderas competen-
cias atribuidas a los órganos admi-
nistrativos y no las meras atribucio-
nes que no darán lugar sino a una
delegación interna, sin relevancia ju-
rídica frente a terceros.

Adviértase también que la delega-
ción de competencias tan sólo tiene
aplicación en relación con aquellas
competencias sometidas a la norma
jurídica, pero no a las competencias
políticas, las cuales quedan al mar-
gen del Derecho. Y por ello el artícu-
lo 22 de la Ley de Régimen Jurídico
de la Administración del Estado ha-
bla tan sólo de funciones administra-
tivas del Consejo de Ministros y no
de las funciones políticas que a dicho
órgano corresponden.

3.24. El acto de delegación

Se trata de un acto administrati-
vo no normativo, independientemen-
te de que pueda tener un carácter
general o concreto, es decir, ir diri-
gido a una pluralidad de órganos
(por ejemplo, a todos los Goberna-
dores civiles) o a un órgano concre-
to y determinado. Asimismo debe ca-
lificársele como una sui generis con-
cesión administrativa de carácter
constitutivo, mediante la cual se con-
fiere una nueva competencia al de-
legado, sin perder la suya el dele-

gante ; de todas formas, las carac-
terísticas peculiares de este acto im-
piden identificarlo con la concesión,
puesto que se trata de un acto espe-
cial : el acto de delegación.

El artículo 32,1) de la Ley de Ré-
gimen Jurídico exige como requisito
formal del acto de delegación, su pu-
blicación en el Boletín Oficial del
Estado, lo cual no puede, sin embar-
go, desorientarnos acerca del carác-
ter de acto administrativo, en sen-
tido estricto, aunque en ocasiones
presente un carácter general, pero
nunca disposición o acto normativo,
por lo que no tienen por qué obser-
varse las prescripciones establecidas
en los artículos 129 y siguientes de
la Ley de Procedimiento administra-
tivo, relativas al procedimiento espe-
cial para la elaboración de disposi-
ciones generales, como en ocasión se
hace. Dicho requisito de forma hay
que considerarlo, como en general
sucede con el requisito de la publi-
cación o notificación de los actos
administrativos, como un requisito
de eficacia.

3,25. ACTUACIÓN DEL DELEGADO

Hay que considerar errónea la opi-
nión, muy generalizada, que entiende
que los actos del delegado tienen la
fuerza jurídica propia de los actos
del delegante; es decir, que se con-
sideran como si hubieran sido dicta-
dos por éste. Es éste un prejuicio de-
rivado de considerar a la delegación
como un supuesto de representación
ó mandato y en base a lo cual se
da aplicación al viejo apotegma ro-
mano quis mandat, ipse fecisse vi-
detur; por tanto, sostener tal tesis
obedece exclusivamente a una inter-
pretación errónea en la esencia mis-
ma de la institución que estudiamos.
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Esta postura errónea que acabamos
de denunciar es igualmente la de
nuestro ordenamiento jurídico refle-
jada en el artículo 32,2) de la Ley
de Régimen Jurídico de la Adminis-
tración del Estado, que expresamente
preceptúa que «cuando las resolucio-
nes administrativas se adopten por
delegación... se considerarán como
dictadas por la autoridad que la haya
conferido». Sin embargo, ya decimos
que tal postura, en puros principios
y buena lógica, no es admisible: el
delegado obra con poderes propios
aun cuando procedan inmediatamen-
te de un acto voluntario del delegan-
te, pero como ya hemos indicado no
se trata de la competencia del dele-
gante, ni el delegado obra en nombre
de aquél, sino en nombre propio, a
diferencia de lo que sucede en el
supuesto de representación, aunque
no cabe duda que nuestro legislador,
como primero un gran sector de la
doctrina y nuestra jurisprudencia, se
ha dejado influir por esta última
figura.

En íntima conexión con el proble-
ma del valor jurídico de las actua-
ciones del delegado está la cuestión
relativa a los recursos que contra
dicha actuación proceden en vía ad-
ministrativa.

Si la actuación del delegado no
causa estado, es decir, no pone fin a
la vía administrativa, por suceder
tal con la actuación normal del de-
legante, procederá el correspondien-
te recurso jerárquico, que deberá re-
solverse por el superior jerárquico
del delegante; por el contrario,
cuando el acto dictado por el dele-
gado ponga fin a la vía administra-
tiva por suceder así con los actos
normales del delegante (artículo 36,
3) de la Ley de Régimen Jurídico
de la Administración del Estado) se
plantea el problema de cuál ha de

ser el órgano competente para co-
nocer del recurso de reposición que
será el que proceda, según establece
el artículo 52 de la Ley de la Juris-
dicción Contencioso - administrativa.

Para resolver la anterior cuestión
será conveniente distinguir los su-
puestos en que la delegación haya
sido revocada de aquellos otros en
que continúe vigente; en el primer
caso es claro que deberá ser el dele-
gante quien conozca del recurso de
reposición, pues es el único compe-
tente en la materia; si la delegación
subsiste, el recurso de reposición de-
bería ser resuelto por el delegado,
aunque de acuerdo con la regulación
que de la delegación se hace en nues-
tro Derecho positivo, más bien pa-
rece necesario inclinarse por la com-
petencia del delegante, a no ser que
en los términos de la delegación se
contenga expresamente la posibili-
dad de resolver los recursos de re-
posición que procedan, posición ésta
que es la de nuestro Tribunal Su-
premo (S. 20.10.1960, Sala 5.a).

3,26. Extinción

La extinción de la delegación pue-
de tener lugar en forma normal o
anormal. La primera tendrá lugar
cuando se cumpla la condición o tér-
mino establecidos por el delegante
en el acto de la delegación; es de-
cir, cuando se cumpla el plazo fijado
o se hayan realizado los actos con-
cretos para los que hubiere sido con-
ferida la delegación o se produzca el
hecho que con el carácter de futuro
e incierto venía impuesto como con-
dición resolutoria de la delegación.

El cambio en el titular del órgano
delegante o delegado no puede con-
siderarse un caso automático de ex-
tinción de la delegación, pues la mis-
ma se dirige a un órgano del cual el
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titular es simplemente un elemento
del mismo, salvo aquellos casos en
que la delegación se realice intuitu
personae, en cuyo supuesto pueden
plantearse difíciles problemas para
saber realmente la voluntad del de-
legante.

La extinción anormal se produci-
rá por la revocación de la delega-
ción que en todo momento el dele-
gante podrá realizar.

3,3. DELEGACIÓN INTERSUBJETIVA

3.31. Concepto

Es de total aplicación a esta mo-
dalidad de delegación la definición
que se ha expuesto al tratar de la
delegación interorgánica, pues am-
bas no son sino modalidades de una
misma institución.

3.32. Existencia de esta
modalidad de delegación

El primer problema a plantearse
respecto a la delegación intersubje-
tiva es el referente a su efectiva
existencia como figura propia. En
nuestro ordenamiento jurídico en-
contramos recogida esta modalidad
de la delegación en la Ley de Régi-
men Local de 1955. A la luz de esta
legislación podemos establecer las si-
guientes modalidades de competen-
cias locales: 1.a Competencia propia.
2.a Competencia alternativa (artícu-
los 156 y 285 de la LRL). 3.a Compe-
tencia compartida o concurrente (ar-
tículo 254 LRL). 4.a Competencia de-
legada (artículo 243 ó 254 y 291 de
la LRL). 5.a Competencia concedida
artículo 290 LRL).

3.33. Fundamento

Es el mismo de la delegación in-
terorgánica, y son también aquí ra-

zones de oportunidad las que deter-
minan esta modalidad de transfe-
rencia de competencias.

3,34. Objeto

Eh este punto aparece una impor-
tante diferencia entre las delegacio-
nes intersubjetivas y las interorgá-
nicas, pues en la delegación entre
entes o sujetos de Derecho público
la delegación no puede ser simple-
mente de competencias, ya que éstas
no las poseen las personas públicas,
sino tan sólo sus órganos. Por ello
se trata de una delegación de capa-
cidad jurídica.

3,35 Realización de la delegación

Esta delegación, al igual que la
interorgánica, puede realizarse por
mero acto administrativo cuando la
norma jurídica lo autorice. Sin em-
bargo, hay que insistir en la conve-
niencia de que este tipo de delega-
ción se efectúe directamente por nor-
ma jurídica con rango de ley formal.

Como límite a la delegación del Es-
tado en las entidades locales hay
que indicar que tan sólo podrán ser
delegadas las competencias adminis-
trativas y que - sean de trascenden-
cia preponderantemente local. Ha-
brá que ir acompañada de los corres-
pondientes recursos económicos para
el adecuado ejercicio de las compe-
tencias delegadas.

3,36. Actuación del delegado

Puede considerarse con carácter
general la posibilidad de interponer
un recurso de alzada impropio ante
el delegante contra la actuación del
ente delegado.
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4. Avocación

Se trata de una figura muy poco
estudiada por la doctrina. Supone
una transferencia de competencia
entre órganos de una misma perso-
na jurídica. Obedece a idénticos cri-
terios que la delegación, pues en rea-
lidad la avocación no es más que
una delegación de signo inverso. Las
consideraciones que antes quedaron
hechas sobre el objeto y el funda-
mento de la delegación son válidas
para esta figura. . ,

Sólo excepcionalmente se aplica
esta figura jurídica, ya que exige
como elemento sine qua non que el
órgano inferior posea una competen-
cia exclusiva. Su concepto puede re-
sumirse en la siguiente fórmula:
transferencia de competencias admi-
nistrativas en virtud de la cual, en
los casos previstos en el ordenamien-
to jurídico, un órgano, por acto ad-
ministrativo propio, dictado exclusi-
vamente por razones de oportuni-
dad, adquiere una competencia que,
materialmente, coincide con la que
un órgano inferior posee en forma
exclusiva.

No existe en nuestro Derecho po-
sitivo regulación de la avocación, sal-
vo la declaración de carácter gene-
ral del artículo 4.° de la LPA y al-
guna referencia en normas especia-
les. Ahora bien : dada la íntima ana-
logía entre delegación y avocación,
no hay inconveniente alguno en apli-
car a la figura de la avocación los
principios jurídicos que se pueden
desprender de las normas que regu-
lan la delegación.

No es posible interponer recurso
de alzada ante el avocante en los
casos en que el órgano inferior ejer-

za su competencia, pues el carácter
exclusivo de la misma no viene mo-
dificado por la avocación; lo único
que sucede es que el órgano avocante
puede ejercer igualmente dicha com-
petencia. La avocación es un supues-
to de competencias alternativas ex-
clusivas, que tendrá un carácter
transitorio, pues hay que considerar
a la avocación, lo mismo que a la
delegación, como instituciones esen-
cialmente temporales.

5. Sustitución

En un sentido amplio se entiende
por sustitución todo supuesto en que
el ejercicio de una función que en
principio es propia de un ente u ór-
gano es asumida por otro sujeto u
órgano cualquiera que sea la causa
que motive la transferencia de la
competencia.

En un sentido estricto y verdade-
ramente técnico, en cambio, el tér-
mino sustitución hace referencia a
una especial figura de transferencia
de competencias que se produce cuan-
do se den las circunstancias de ur-
gencia que impiden obrar al órgano
que posee la competencia como pro-
pia, o cuando tenga lugar cualquier
otra circunstancia excepcional pre-
vista por la norma jurídica.

El término sustitución, en el sen-
tido que aquí se emplea, se utiliza en
el artículo 4.° de la LPA. En este ar-
tículo se hace referencia a una au-
téntica transferencia entre órganos
y no a un simple cambio en el titu-
lar del órgano.

El objeto y el fundamento de esta
figura coincide con el de la delega-
ción y la avocación, antes estudia-
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•das. Noi obstante, hay que decir que
en. la sustitución la transferencia de
competencias viene determinada por
razones de urgencia, o, mejor aún,
por una situación patológica o irre-
gular en la organización administra-
tiva.

Hay que distinguir dos clases de
sustitución: la interorgánica o je-
rárquica, que se da fundamentalmen-
talmente por razones de urgencia
(ejemplos, artículos 122 1) y 268 m)
de la LRL), y la intersubjetiva, qué
tiene su fundamento en un estado
patológico de la vida administrativa
de un sujeto que justifica la inter-
vención, por vía de. sustitución, de
un órgano de otra entidad en virtud
de los poderes de tutela que a esta
última corresponden (ejemplo, artícu-
lo 333 LRL).

Finalmente, diremos que en cuan-
to a la actuación del sustituto éste
obra en nombre propio y dará a sus
actos la fuerza jurídica normal de
todas sus actuaciones, aunque sus
efectos puedan repercutir sobre el
ente sustituido en los supuestos de
sustitución intersubjetiva.

6. Suplencia

No supone un auténtico caso de
transferencia de competencias admi-
nistrativas, si bien su estudió resul-
ta oportuno dentro de esta obra por
tratarse de una noción que guarda
gran analogía con algunas de las
modalidades de. verdaderas transfe-
rencias de competencias.

Puede definirse la suplencia como
aquella institución consistente en la
designación realizada por la norma
jurídica de un funcionario distinto

del verdadero titular, para que ejer-
za temporalmente las competencias
dé un órgano en los casos de impo-
sibilidad material de actuar el ver-
dadero titular.

Presupuestos o elementos básicos
para que la figura de que tratamos
tenga lugar son los siguientes:

1.° Que se trate de un auténtico
órgano. En relación con los meros
oficios internos no cabe hablar de
suplencia en sentido jurídico, ya. que
es posible en todo caso un cambio en
el titular de los mismos. Los oficios
internos tan sólo tienen valor orga-
nizativo y no jurídico, por lo cual la
suplencia que materialmente se rea-
lice de sus titulares no tendrá nunca
carácter jurídico.

2.o Inactividad del órgano, debido
a la imposibilidad de actuar de su ti-
tular y no simplemente a la inercia
voluntaria, del mismo, pues en este
caso habría lugar no a la suplencia,
sino a otros remedios jurídicos (con-
trol sustitutivo, avocación, cambio del
titular por sanción disciplinaria, et-
cétera).

3.° La norma jurídica que pre-
viendo dicha situación establezca un
sistema de suplencia, norma que pue-
de ser la misma que creó el órgano
o bien otra posterior de igual rango.

Algunos .casos de suplencia pueden
citarse en nuestro Derecho positivo,
siquiera alguno de ellos pueda sus-
citar dudas acerca de su correcta ca-
lificación como tal. Así el artícu-
lo 11, apartado 3.°, del Decreto de
Gobernadores civiles, de 10 de octu-.
bre de 1958, y el artículo 15 de la
Ley de Procedimiento administrativo.

Por lo que respecta a la actuación
del suplente antes de producirse el
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hecho en base al cual se produce la
suplencia, hay que considerarla como
un supuesto de incompetencia. Una
vez producido el hecho en cuestión,
su actuación tendrá idéntica fuerza
jurídica que todas las actuaciones
del suplido, es decir, del verdadero
tiular.

La suplencia es por esencia tem-
poral, y por ello se extinguirá cuan-
do cese la causa que la motiva, es
decir, por nombramiento del nuevo
titular—en los casos de suplencia
por vacante— o por cesar la ausen-
cia o impedimento del titular.—
FRANCISCO GONZÁLEZ NAVARRO.


	bTitulo: DA-1964, núm. 75. FRANCISCO GONZÁLEZ NAVARRO. Síntesis bibliográfica: Transferencia de fun...


